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EL PASADO 24 DE MARZO, LA COMUNIDAD UNIVERSITARIA y la sociedad en general manifestaron 
un contundente rechazo a las reformas del sistema universitario español que pretende imponer el 
Gobierno del Partido Popular con la aprobación de tres reales decretos.

El primero de ellos, ya aprobado, modifica la ordenación de las enseñanzas universitarias y cuenta 
con la oposición de toda la comunidad universitaria. Se elaboró sin debate político ni social, sin una 
evaluación previa de los nuevos grados consecuencia de la aplicación del proceso de “Bolonia” y no 
cuenta con una justificación creíble de los cambios que introduce.

Recorte sobre recorte

Si finalmente se implanta, el 3+2 tendrá un impacto muy negativo en la financiación de las univer-
sidades, el empleo y las condiciones laborales del profesorado y del personal de administración y 
servicios, dando lugar a una reconversión del sector que no vamos a aceptar. Su aplicación implicará 
un nuevo recorte de 1.000 millones, que se añadirá a los 1.500 que han perdido las universidades 
entre 2010 y 2014.

Además, el Gobierno también se plantea aprobar otros dos reales decretos que modificarán los 
requisitos para la creación de centros y universidades y el sistema de acreditación del profesorado 
universitario funcionario, fundamental para el acceso a la profesión docente e investigadora.

Con el primero, se pretende flexibilizar y desregular el sistema para facilitar el negocio en la educa-
ción superior, de acuerdo con la Ley de Garantía de la Unidad de Mercado. En la práctica, se facili-
tará la creación de nuevos campus privados, que han proliferado desde 1997 en detrimento de las 
universidades públicas, pasando de 13 a 33.

El segundo proyecto de Real Decreto por el que se modifica la acreditación del personal docente e 
investigador (PDI) funcionario establece un sistema menos objetivo, transparente e imparcial que el 
actual, continúa minusvalorando la actividad docente frente a la investigación y dificultará el acceso 
a la profesión docente en las universidades públicas.

Con la aplicación de estas reformas, se diseña una universidad menos pública, menos democrática 
y de menor calidad. Se devalúan los estudios de grado, que solo podrán garantizar una formación 



muy generalista, y se fuerza a los estudiantes a completar su formación con másteres, mucho más 
caros, lo que disparará el gasto de las familias. En un contexto de reducción de las becas y de endu-
recimiento de los requisitos para acceder a estas, se dibuja un modelo universitario con un creciente 
sesgo clasista.

255 medidas

El gobierno tiene en cartera, además, otras iniciativas para rebajar los gastos e incrementar los ingre-
sos en la universidad, recogidas en

las 255 medidas que el Ministerio de Montoro filtró a los medios de comunicación el pasado verano:

• Racionalizar el crecimiento en el número de titulaciones de grado que pueden reconfigurarse 
mediante la cooperación universitaria y la toma en consideración de factores como la exigencia 
de un número mínimo de alumnos por titulación.

• Introducir planes de ahorro económico en todas las actividades universitarias que no impliquen 
pérdida de calidad.

• Vincular la fijación de los precios de las matrículas universitarias, dentro de las horquillas previs-
tas, al cumplimiento del equilibrio presupuestario por parte de la universidad pública correspon-
diente.

• Establecer un sistema de créditos al estudio con retorno contingente en renta, que permitiría 
igualar el precio de las matrículas a los costes de los estudios y generar ahorros para un progra-
ma de becas a los estudiantes.

En definitiva, se plantea reducir el número de titulaciones en las universidades públicas exigiendo 
un número mínimo de alumnos por titulación, imponer nuevos recortes, subir los precios de las ma-
trículas en las universidades con dificultades presupuestarias, seguir acercando los precios de las 
matrículas al coste real de los estudios y establecer un sistema de créditos al estudio imitando el 
fracasado modelo de los EEUU.

CCOO rechazó estas nuevas iniciativas del gobierno popular, que profundizan en el cambio de modelo 
del sistema universitario implantado “por la puerta de atrás”, sin debate, sin consenso y sin diagnóstico 
ni evaluación. No compartimos un modelo que pretende convertir las universidades en empresas de 
servicios educativos al servicio de los mercados y no de las personas y, por ello, continuaremos opo-
niéndonos desde la denuncia, la movilización y la elaboración de propuestas alternativas.


